TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUSENCIA DE DEFECTO SUSTANTIVO / REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL - Debe estar debidamente fundamentado con pruebas que acrediten su existencia
Procede este juez constitucional a hacer explícito cuáles fueron los argumentos de los que se valió el Tribunal Administrativo del Cauca, quien en segunda instancia, modificó la condena impuesta a la Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por parte del Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán; a partir de lo cual, se analizará si se configuró el defecto sustantivo alegado. (…) Para este juez constitucional es claro que la autoridad judicial censurada no desconoció el principio de la reparación integral, establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, toda vez que a partir de lo probado en el proceso, ante el daño antijurídico imputado al Ejército Nacional por el régimen de riesgo excepcional por el ejercicio de una actividad peligrosa (conducción de helicópteros), reconoció las indemnizaciones a que había lugar. Por lo anterior, esta Sala negará el amparo elevado por no configurarse el defecto sustantivo planteado, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento fue razonable y atendió a las pruebas recaudadas en el expediente y a la jurisprudencia aplicable frente el caso que estudio el Tribunal Administrativo del Cauca.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Bogotá, D.C., trece (13) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-04052-00(AC)
Actor: DOMITILA LLANTÉN GUERRERO Y OTROS

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA
Decide la Sala la acción constitucional presentada por los ciudadanos DOMITILA LLANTÉN GUERRERO, LIBARDO CALVACHE CIFUENTES, ALEXANDER CALVACHE LLANTÉN, ARNOVI CALVACHE LLANTÉN y VIODELI ESTER LEDEZMA MENESES, CAREN DOREYI CALVACHE LEDEZMA
 (en lo sucesivo los tutelantes) contra la providencia de segunda instancia, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, por medio de la cual, modificó la condena impuesta por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán, en primera instancia, dentro del proceso de reparación directa, con radicado No. 19001-33-33-008-2014-00027-01, que promovieron contra la Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional.
I. ANTECEDENTES

1. La tutela
Los tutelantes presentaron acción de tutela el 29 de octubre de 2018,
 en la que solicitaron el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, al acceso a la administración de justicia y al debido proceso, que consideraron vulnerados por parte de la autoridad judicial de segunda instancia, del proceso de reparación directa.

1.1. Hechos de la acción 

La Sala resume los hechos relevantes de la tutela de la siguiente manera:

1.1.1. El 2 de noviembre de 2011, siendo más o menos las 4:20 p.m., en la vereda El Tamboral, corregimiento de Santa Rosa Baja del municipio de Patía (Cauca), unidades artilladas -helicópteros- pertenecientes al Ejército Nacional realizaron aterrizajes en la cancha de la población, con el propósito o intensión de transportar varios militares que se encontraban en la zona y habían realizado misiones de seguridad a efectos de garantizar el desarrollo normal de las elecciones que para esas fechas se habían efectuado. 
Como consecuencia de aquél sobrevuelo militar, el inmueble de la señora DOMITILA LLANTÉN GUERRERO y el de su hijo, ARNOVI CALVACHE LLANTÉN, resultó totalmente destruido, por la fuerte presión que ejercieron los helicópteros; hecho éste que generó un profundo trauma psicológico a éstos y sus familiares.

1.1.2. Con fundamento en lo anterior y mediante apoderado judicial, los ciudadanos DOMITILA LLANTÉN GUERRERO, LIBARDO CALVACHE CIFUENTES, ALEXANDER CALVACHE LLANTÉN, ARNOVI CALVACHE LLANTÉN y VIODELI ESTER LEDEZMA MENESES, CAREN DOREYI CALVACHE LEDEZMA,
 el 24 de enero de 2014,
 presentaron demanda de reparación directa, en la que solicitaron declarar administrativamente responsable de los daños y perjuicios de orden material (lucro cesante y daño emergente), daño moral y por la alteración de las condiciones de existencia, que aquéllos soportaron por la actuación del Estado.

1.1.3. El Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán, con sentencia del 31 de mayo de 2016, resolvió:

«PRIMERO.- DECLARAR no probada la excepción de “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES A INDEMNIZAR”, propuesta por LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO {sic} NACIONAL, por no haber prueba alguna de su configuración.

SEGUNDO.- DECLARAR administrativamente responsable a LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO {sic} NACIONAL por los perjuicios causados a los demandantes en hechos ocurridos el día dos (02) de noviembre de 2011 en la vereda el Tamboral, ubicada en el Corregimiento de Santa Rosa Baja del Municipio de Patía - Cauca, conforme la parte considerativa de esta providencia.

TERCERO.- CONDENAR a La NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO {sic} NACIONAL, a pagar a título de indemnización por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, a favor de los señores DOMITILA LLANTÉN {sic} GUERRERO Y ARNOVI CALVACHE LLANTÉN {sic} la suma de CINCO MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS NOVENTA PESOS M/CTE ($5.768.390.00) para cada uno de ellos, de acuerdo a lo expuesto en esta providencia.

CUARTO.- CONDENAR a LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a título de indemnización por perjuicios morales, los montos indicados a continuación y a favor de las siguientes personas: 

Para DOMITILA LLANTÉN {sic} GUERRERO en su condición de afectada principal, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V. 

Para LIBARDO CALVACHE CIFUENTES en su condición de compañero permanente de Domitila Llantén Guerrero, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para ALEXANDER CALVACHE LLANTÉN {sic} en su condición de hijo de Domitila Llantén Guerrero, el equivalente a CINCO (05) S.M.L.M.V. 

Para ARNOVI CALVACHE LLANTÉN {sic} en su condición de afectado principal, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para VIODELI ESTER LEDEZMA MENESES en su condición de compañera permanente del señor Arnovi Calvache Llantén, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para CAREN DOREYI CALVACHE LEDEZMA en su condición de hija de Arnovi Calvache Llantén, el equivalente a CINCO (05) S.M.L.M.V.

QUINTO.- CONDENAR A LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a título de indemnización por alteración grave a las condiciones de existencia, los montos indicados a continuación y a favor de las siguientes personas:

Para DOMITILA LLANTÉN {sic} GUERRERO en su condición de afectada principal, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V. 

Para LIBARDO CALVACHE CIFUENTES en su condición de compañero permanente de Domitila Llantén Guerrero y afectado, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para ALEXANDER CALVACHE LLANTÉN {sic} en su condición de hijo de Domitila Llantén Guerrero y afectado, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V. 

Para ARNOVI CALVACHE LLANTÉN {sic} en su condición de afectado principal, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para VIODELI ESTER LEDEZMA MENESES en su condición de compañera permanente del señor Arnovi Calvache Llantén y como afectada, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

Para CAREN DOREYI CALVACHE LEDEZMA en su condición de hija de Arnovi Calvache Llantén y afectada, el equivalente a DIEZ (10) S.M.L.M.V.

SEXTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SÉPTIMO.- La NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO {sic} NACIONAL descontará del valor total de las pretensiones reconocidas, las sumas de dinero pagadas a los demandantes en vía administrativa según el artículo 133 de la Ley 1448 de 2011».

La mencionada autoridad judicial, del material probatorio, encontró acreditados los elementos de la responsabilidad estatal, i) el daño antijurídico y, ii) la imputabilidad al Estado, en este caso en cabeza de Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional; imputación que se realizó por el régimen objetivo del riesgo excepcional, del cual explicó que en el caso de conducción de aeronaves, actividad catalogada como peligrosa, es necesario acreditar que el daño fue ocasionado por el despliegue de dicha acción, carga probatoria que se cumplió por la parte demandante según se ha referido en este fallo. En consecuencia, el Estado debe proceder a reparar el daño antijurídico sufrido por el extremo demandante, que se encuentre debidamente acreditado.

1.1.4. Ambas partes apelaron la decisión.

Por un lado, la parte accionante, sostuvo que dentro del proceso se demostró la legitimación de los demandantes frente al bien afectado, ya que si bien no se acreditó la titularidad de los predios, se allegaron pruebas que dan cuenta de su posesión, calidad que los habilita para reclamar los daños en los bienes, circunstancia que impone, además, el reconocimiento de los perjuicios morales y del daño por alteración de las condiciones de existencia en 100 SMLMV, o en su defecto, ser aumentados.

Por el otro, la entidad condenada, afirmó que no se pudieron probar los hechos, puesto que en los informes oficiales no aparece referenciado que algún helicóptero hubiera extraído personal, como se indicó en la demanda y debido a que no se probó la ubicación de las viviendas, no se pudo determinar que sobre ellas se hubieran efectuado sobrevuelos.

También, esbozó en el recurso, que no hay prueba que permita inferir que los helicópteros que causaron el daño le pertenecieran al Ejército Nacional; pues consideró que los hechos no se pueden acreditar con las certificaciones que emitió el Secretario de Gobierno de Patía, que data de 9 meses después de ocurrido estos, ni la del Personero, cuya visita al sitio se dio al año siguiente y, menos con los testigos, ya que son de oídas.

Bajo los anteriores argumentos, consideró que no están demostrados los elementos para declarar la responsabilidad de la entidad.

También, sostuvo, que no se demostró la calidad de compañeros permanentes en los demandantes Libardo Calvache Cifuentes y Viodeli Ester Ledezma.

En cuanto al perjuicio material reconocido, afirmó, que lo otorgado por concepto de lucro cesante, en realidad corresponde al daño emergente. 

Finalmente, planteó que no se cumplen los requisitos para condenar por alteración a las condiciones de existencia.

1.1.5. El Tribunal Administrativo del Cauca, con providencia del 27 de septiembre de 2018, confirmó la declaratoria de responsabilidad de Ejército Nacional. Ahora, respecto de los perjuicios reclamados, solo encontró acreditado los materiales, en cuanto a los morales y los de alteración de las condiciones de existencia, no están presente los elementos fijados por la jurisprudencia del Consejo de Estado, para su reconocimiento, motivo por el cual, resolvió:

«MODIFICAR la Sentencia No 083 del 31 de mayo de 2016, por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Popayán, así: 

PRIMERO: MODIFICAR el numeral TERCERO, el cual quedará así: 

“TERCERO: CONDENAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL a título de reparación por daño emergente a: 

3.1 CONSTRUIR Y ENTREGAR a DOMITILA LLANTÉN GUERRERO una edificación de 17 mts2 en material de bareque y techo de zinc, o en otro tipo de materiales pertinentes de igual o mejor calidad, en el predio sobre el que ejerce posesión, ubicado en la vereda El Tamboral, corregimiento de Santa Rosa, municipio de Patía.

3.2 CONSTRUIR Y ENTREGAR A ARNOVI CALVACHE LLANTÉN una edificación de 14 mts2 en material de bareque y techo de zinc, o en otro tipo de materiales pertinentes de igual o mejor calidad, en el predio sobre el que ejerce posesión, ubicado en la vereda El Tamboral, corregimiento de Santa Rosa, municipio de Patía.

3.3 PAGAR a DOMITILA LLANTÉN GUERRERO la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CIENTO VEINTISIETE PESOS M/CTE ($3.454.127).

3.4 PAGAR A ARNOVI CALVACHE LLANTÉN la suma de TRES MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CIENTO VEINTISIETE PESOS M/CTE ($3.454.127).” 

SEGUNDO: REVOCAR los numerales CUARTO Y QUINTO y, en su lugar, NEGAR el reconocimiento de perjuicios morales y de bienes constitucionalmente protegidos -daño a la vida de relación. 

TERCERO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia apelada, de conformidad con las precisas razones expuestas en esta providencia».

1.2. Fundamentos de la tutela

Los tutelantes expresaron que en la providencia judicial que se cuestiona incurrió en los siguientes defectos, al modificar las condenas impuestas por el a quo del proceso ordinario:

1.2.1. Fáctico. Existió una valoración irracional de las pruebas, pues los perjuicios reclamados padecidos se demostraron, al indicar «es claro que de las Certificaciones emanadas por la Secretaría de gobierno Municipal de y Personería Municipal de Patía, Cauca (fl. 30 a 33 C. ppl) y de las declaraciones de quienes rindieron testimonio dentro del proceso (Rosa Dilma Quijano Meneses, Elder Ledezma Montero, Zoilo Guerrero y Luis Delio Valencia Muñoz),
 se desprende con suma claridad nuestra situación de Desplazamiento {sic} a causa de que como consecuencia de los hechos demandados nos vimos en la obligación de abandonar nuestras humildes viviendas y perder con ello todo lo que implica no solo la pérdida de los bienes materiales sino también el desarraigo de nuestras condiciones sociales y humanas»; para afirmar que «no se entiende cómo es que afirma {el tribunal} arbitraria, irracional y caprichosamente que de quienes rindieron testimonio dentro del proceso ninguno expuso una circunstancia de aflicción especial que mereciera indemnización; cuando fueron los mismo deponentes quienes dada las reglas máximas de la experiencia, coincidieron en afirmar que la pérdida de los bienes y el desplazamiento forzado que sufrimos nos generó sufrimiento, dolor y tristeza».

En vista de lo anterior y, al desechar el Tribunal accionado la condición de desplazados forzados de los tutelantes, incurrió en:

1.2.2. Desconocimiento del precedente. Indicaron que, en efecto, el H. Consejo de Estado en sentencia del 31 de agosto de 2017, radicación No. 13001-23-31-000-2001-01492-01 (41187), C.P. RAMIRO PAZOS GUERRERO, al abordar el tema relacionado con daño moral por desplazamiento forzado, señaló:

«“Para la Sala es evidente que debe indemnizarse el daño moral padecido a quienes probaron haber sido desplazados violentamente, en razón de la situación de vulnerabilidad y desarraigo que los condujo a la necesidad de abandonar su lugar habitual de residencia
.

16.3. En efecto, el desplazamiento genera a quien lo sufre una pérdida indigna de sus condiciones de vida, sus costumbres, su identidad, su entorno social, familiar y laboral, situación de extrema gravedad que determina, sin duda, una afectación emocional compatible con la definición de daño moral que la jurisprudencia de esta jurisdicción ha estructurado y que deviene en la afectación de diversas garantías fundamentales constitucionalmente amparadas. Así lo ha señalado la Corporación al indicar
:

[C]onstituye un hecho notorio que el desplazamiento forzado produce daño moral a quienes lo padecen. No es necesario acreditar el dolor, la angustia y la desolación que sufren quienes se ven obligados a emigrar del sitio que han elegido como residencia o asiento de su actividad económica, abandonando todo cuanto poseen, como única alternativa para salvar sus vidas, conservar su integridad física o su libertad, sufriendo todo tipo de carencias y sin la certeza del retorno, pero sí de ver aún más menguada su precaria condición económica, social y cultural. Quienes se desplazan forzadamente experimentan, sin ninguna duda, un gran sufrimiento, por la vulneración múltiple, masiva y continua de los derechos fundamentales, como lo ha señalado reiteradamente la Corte Constitucional.

(…)

16.6. Para la tasación del perjuicio moral en casos de desplazamiento, la Sala ha hecho la siguiente precisión en reciente sentencia:

Para la tasación de los perjuicios morales por el hecho del desplazamiento, se dará aplicación al criterio de la Subsección “B” según el cual, por comparación con casos similares, es procedente otorgar una indemnización equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada una de las víctimas, bajo el presupuesto de que el aludido tipo de menoscabo se presume por el solo hecho del desplazamiento forzado
.

(Se destaca)».

En este punto, finalmente, afirmó que dentro de la anterior sentencia señalada como desconocido por parte del Tribunal Administrativo del Cauca, el Honorable Consejo de Estado sobre el tema de daño moral por desplazamiento forzado cita sentencias de 26 de enero de 2006, exp. AG-00213-01, de 15 de agosto de 2007, exp. AG-00385-01 y de 18 de febrero de 2010, exp. 18436. En relación con la tasación del perjuicio moral en casos de desplazamiento cita sentencia de 3 de mayo de 2013, exp. 32274, reiterada en sentencia de 1º de agosto de 2016, exp. 36080.

1.2.3. Sustantivo. Con el actuar de la autoridad judicial accionada no tuvo en cuenta el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, al indicar que «el análisis del perjuicio supone un efectivo y real resarcimiento de los diferentes bienes o intereses jurídicos que se ven afectados con la producción del daño antijurídico, que le es imputable al Estado», lo que en la sentencia cuestionada no ocurrió.
1.3. Pretensión constitucional

En la presente acción los tutelantes solicitaron:

«Primero. Amparar los derechos a la igualdad ante la ley y de trato por las autoridades, al acceso a la administración de justicia o tutela judicial efectiva y al debido proceso, transgredidos por el Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca mediante sentencia No. 145 del 27 de septiembre de 2018, expediente: 20140002701.

Segundo. Dejar sin efectos la decisión proferida en sentencia No. 145 del 27 de septiembre de 2018, expediente: 20140002701, emanada del Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca.

Tercero. Ordenar, al Tribunal Administrativo del Cauca que en un término no superior a los quince (15) días a la notificación de la sentencia que ponga fin a la presente tutela, emita un nuevo pronunciamiento de fondo según los hechos, la valoración probatoria y los fundamentos jurídicos de juicio pertinentes para ello, acatando, en consecuencia, el precedente jurisprudencial establecido por el Consejo de Estado y lo determinado por H. Corte Constitucional, en temas relacionados con el Desplazamiento Forzado».

2. Trámite de instancia
La Consejera ponente, mediante auto de 1º de noviembre de 2018, admitió la tutela y ordenó notificar como demandados a los Magistrados de Tribunal Administrativo del Cauca.

De igual manera dispuso vincular al Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán y a la Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por tener interés en el proceso.
3. Intervenciones

Remitidas las misivas del caso,
 solo se presentaron las siguientes:

3.1. El Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán

Al intervenir, hizo referencia a proceso ordinario, para solicitar que se declare la improcedencia de la presente acción de tutela, pues este tipo de mecanismo no pueda convertirse en una tercera instancia.

Además, afirmó que ese Despacho ha sido garante no solo de los derechos fundamentales de la parte demandante sino de la parte demandada y en respeto irrestricto a los mismos se cumplió a cabalidad con las ritualidades propias del proceso contencioso administrativo, lo que no pone en evidencia vulneración alguna a los derechos fundamentales de la parte accionante.

3.2. El Ministerio de Defensa Nacional
Al intervenir solicitó que negar el amparo deprecado.
 Indicó que, el Tribunal Administrativo del Cauca en la decisión adoptada se dictó conforme a los lineamientos constitucionales, legales, jurisprudenciales, doctrinales y teniendo en cuenta la totalidad del acervo probatorio, sin que de dicha actuación se vislumbre vulneración alguna a derechos fundamentales, en especial el del debido proceso.

II.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela presentada por los tutelantes, de conformidad con lo dispuesto por el Decreto No. 2591 de 1991, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto No. 1069 de 2015 y el Decreto No. 1983 de 2017.

2. Asunto bajo análisis

De acuerdo con los antecedentes de la acción de tutela y el proceso ordinario allegado en calidad de préstamo, corresponde a la Sala determinar:

i. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y en caso de que se supere lo anterior;

ii. Si con la decisión adoptada en segunda instancia por Tribunal Administrativo del Cauca vulneró alguno de los derechos invocados por los tutelantes, en caso de prosperar alguno de los defectos propuestos por éstos.
3. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
Esta Sección, mayoritariamente,
 venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente».
 Énfasis propio.
A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los «fijados hasta el momento jurisprudencialmente».
Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014,
 la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 de la Constitución Política y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 
A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.
Por tanto, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los mecanismos judiciales, ordinarios y extraordinarios de defensa, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una «tercera instancia» que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural.

4. Examen de los requisitos: Procedencia adjetiva
4.1. Tutela contra Tutela
La Sala no encuentra problema alguno frente a este requisito, pues a través de la presente acción constitucional se cuestiona la decisión adoptada en segunda instancia, por el Tribunal Administrativo del Cauca, dentro de un proceso de reparación directa.
4.2. Inmediatez
Este juez constitucional evidencia que la presente tutela se ejerció en un término razonable, toda vez que la decisión cuestionada quedó ejecutoriada el 23 de octubre de 2018,
 según la constancia que obra en el expediente ordinario y la acción constitucional se radicó el día 29 siguiente.

4.3. Subsidiariedad
Finalmente, la Sala encuentra que la parte actora no dispone de otros medios de defensa judicial, ordinarios o extraordinarios, para censurar la providencia presuntamente atentatoria de sus derechos fundamentales, en cuanto al defecto sustantivo planteado, por tratarse de una sentencia de segunda instancia y, en razón a que las razones planteadas no se ajustan a las causales señaladas para tal procedencia, de acuerdo con lo establecido en los artículos 248 y 257 de la Ley 1437 de 2011.
No ocurre lo mismo con los defectos fáctico y por desconocimiento del precedente alegados, los que están estrechamente ligados, pues como se estableció, los tutelantes consideraron que el Tribunal Administrativo del Cauca valoró de forma irracional las Certificaciones emanadas por la Secretaría de gobierno Municipal de y Personería Municipal de Patía, Cauca y de las declaraciones de quienes rindieron testimonio dentro del proceso (Rosa Dilma Quijano Meneses, Elder Ledezma Montero, Zoilo Guerrero y Luis Delio Valencia Muñoz). En criterio de los accionantes, ese acervo permitía concluir que en el presente caso existió un desplazamiento forzado, desconociendo las sentencias indicadas sobre este materia y, por tal motivo, se debió reconocer perjuicios morales y a la alteraciones de la condiciones de existencia.

Para este juez constitucional, como se observa en los antecedentes y se puede leer tanto en la demanda de reparación directa como en los fallos ordinarios, el título de imputación de responsabilidad administrativa y extracontractual alegado frente al Ejército Nacional fue por el riesgo excepcional por el ejercicio de una actividad peligrosa (conducción de helicópteros) y no por el de falla del servicio del Estado por desplazamiento forzado.

Así las cosas, hay que tener presente que la acción constitucional procede, por regla general, (i) de forma subsidiaria ante la existencia de otro mecanismo de defensa judicial propicio o (ii) de forma provisional, para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, mientras se adelantan los trámites jurisdiccionales ordinarios o (iii) de forma principal, cuando no existen o los medios de los que dispone el ordenamiento no resultan efectivos ni eficaces para la salvaguarda de los derechos.

Ahora bien, en el presente caso, la acción de tutela resulta improcedente frente a los defectos indicados, toda vez que la parte actora no planteó como régimen de imputación de responsabilidad la falla del servicio por desplazamiento forzado como ya se explicó, en vista que en el proceso ordinario pretendieron el reconocimiento de perjuicios por los hechos ocurridos el día 2 de noviembre de 2011, cuando varios helicópteros del Ejército Nacional, aterrizaron y despegaron desde la cancha del pueblo, movilizando tropa que había custodiado las elecciones realizadas y por la presión de las aspas destruyó las viviendas de dos de los tutelantes, siendo la demanda ordinaria el medio idóneo para haber planteado dicha responsabilidad por falla en el servicio en las condiciones indicadas y no mediante este mecanismo constitucional.

Por lo anterior, la Sala declarará la improcedencia de este mecanismo constitucional frente a los defectos: i) fáctico y ii) por desconocimiento del precedente.
5. Fondo del asunto
Procede este juez constitucional a hacer explícito cuáles fueron los argumentos de los que se valió el Tribunal Administrativo del Cauca, quien en segunda instancia, modificó la condena impuesta a la Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por parte del Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Popayán; a partir de lo cual, se analizará si se configuró el defecto sustantivo alegado, en vulneración de los derechos de los tutelantes.
La providencia judicial cuestionada, visible a folios 65 a 78 del cuaderno No. 2 del expediente ordinario allegado en calidad de préstamo, en los antecedentes dejó plasmados los argumentos de la demanda y de defensa de la entidad accionada; el fallo de primera instancia y sus fundamentos; así como las razones dadas por cada uno de los apelantes, para indicar que la competencia del ad quem se encuentra estrictamente limitada a las manifestaciones que exponen las partes en el respectivo recurso.

Luego, estableció un capítulo de lo probado en el proceso, donde indicó que se aportaron, los siguientes elementos de juicio:

- Sendos certificados de posesión sobre lote de terreno emitidos por el Jefe de la Oficina Asesora de Planeación del Municipio de Patía, del 19 de octubre de 2013, en el que se hizo constar, tal calidad de señora DOMITILA LLANTÉN GUERRERO y el señor ARNOVI CALVACHE LLANTÉN.

- Sendos certificados emitidos por la Secretaría de Gobierno Municipal de Patía, del 25 de agosto de 2012, en los que indican que las viviendas de los ciudadanos mencionados anteriormente, resultaron «TOTALMENTE destruida{s} en razón del sobrevuelo que helicópteros del Ejército Nacional hicieron sobre la{s} casa{s}…», el día 2 de noviembre de 2011.

- Certificado emitido por la Personería Municipal de Patía, donde explicó la visita al lugar de los hechos, realizada el 7 de noviembre de 2012, «en donde se encontró una casa destruida en varias de sus paredes cuando aterrizó un helicóptero del Ejército Nacional el cual estaba cubriendo las elecciones de octubre del año 2011; versión según la usuaria». Y constancia del mismo Agente del Ministerio Público, del 25 de agosto de 2012, en el que se lee:

«“Que la señora DOMITILA LLANTÉN GUERRERO identificada con cédula de ciudadanía número (…) y el señor ARNOVI CALACHE {sic} LLANTÉN identificado con cédula de ciudadanía número (…), en nombre propio y de todo su grupo familiar, manifiesta haberse desplazado de su vivienda en razón de la destrucción total de su inmueble, ocurrida el dos (2) de noviembre de [dos) mil once (2011), en la vereda Tamboral (...) como consecuencia del sobrevuelo de unidades artilladas pertenecientes al Ejército Nacional hicieron sobre cada uno de sus inmuebles, ocasionando su desplazamiento de su casa de habitación, teniendo en cuenta que la misma quedó destruida completamente.

Por los hechos aquí descritos, [han] solicitado (ayuda humanitaria) a través de ésta Personería, como consecuencia de los sobrevuelos en razón del conflicto interno el cual originó su desplazamiento.

Se expide (...) a solicitud del interesado” (Sic) (fl. 13 c. ppal.)».
- Constancia y contratos de arrendamientos que suscribieron la señora DOMITILA LLANTÉN GUERRERO y el señor ARNOVI CALVACHE LLANTÉN.

- Informes rendidos por diferentes unidades militares, quienes indican que no hay constancia de los hechos ocurridos el 2 de noviembre de 2011.

Luego, trajo a colación las siguientes declaraciones:

«- Declaración de Rosa Dilma Quijano de Meneses: 

Que el día 2 de noviembre del 2011, estaba visitando un familiar suyo en la vereda El Tamboral, del municipio de Patía; que ese día aterrizó varias veces un helicóptero en la cancha de la vereda y tumbó las casas propiedad de Domitila, Arnovi e Isaías, y averió la de Cándido, que se encuentran ubicadas de forma próxima, hecho que “los afectó demasiado”; que debido a que ella es familiar de Domitila y Arnovi les arrendo una parte de su casa, por la que cada uno le pagaba $120.000 mensuales y aunque inicialmente refirió que no había elaborado contrato escrito, luego dijo que sí, excusándose en que no recordaba bien los hechos porque para la fecha de elaboración del documento ella estaba recién operada de la cabeza y ni siquiera pudo firmar el contrato. (fl. 22 c. pbas.)

- Declaración de Elmer Ledezma Montero:

Que el 2 de noviembre de 2011, estaba en su casa trabajando y lo llamaron para contarle que sobre las 4:00 pm, varios helicópteros del Ejército Nacional aterrizaron tres veces en la cancha de la vereda El Tamboral para recoger a unos uniformados que estaban cubriendo las elecciones en ese sector, acción en la que resultaron destruidas las casas de su yerno, Arnovi Calvache, y la de Domitila Llantén, quienes vivían en el sector, las cuales estaban construidas en bareque y zinc; que de los hechos se enteraron los uniformados; que Domitila y Arnovi siempre han ejercido como dueños de los predios y que ellos sufrieron “perjuicios materiales y psicológicos (...) porque uno perder el ranchito donde vive, eso es muy duro”. (fl. 24 c. pbas.)

- Declaración de Zoilo Guerrero:

Que el 2 de noviembre de 2011, se encontraba junto con Domitila Llantén en su casa y vio que varios soldados que estaban en la cancha de la vereda, que se encuentra al lado de la casa, pusieron una señal de humo, momento en el que se acercaron varios helicópteros para recogerlos, hecho que derivó en que la vivienda de Domitila y de Arnovi empezaron a dañarse, porque voló el techo de zinc y se cayeron las paredes de adobe, hasta quedar únicamente el lote; que luego de los hechos se fue a buscar un caballo suyo que tenía amarrado por ahí cerca y que regresó cuando lo encontró, ya habían menos soldados, los cuales fueron recogidos en otro helicóptero que fue en ese momento hasta el lugar, después de lo cual se fue para su vivienda que queda en la vereda El Porvenir, que luego llamó y le informaron que los dueños de las casas se habían ido a vivir al Bordo; pero que después no se enteró qué pasó con los demandantes, que siempre ha trabajado en esa región y conoce como dueños de los predios a los demandantes (fl. 26 c. pbas.).

- Declaración de Luis Delio Valencia Muñoz:

Que el 2 de noviembre de 2011, lo llamó Domitila Llantén para que le dijera al Alcalde que le colaborara con una ayuda porque unos helicópteros le habían tumbado su casa, razón por la que se comunicó con el mandatario, quien le expresó que ya estaba enterado de los hechos; que luego visitó los predios y vio que las paredes quedaron en el suelo y que el techo de zinc había volado lejos; que los demandantes debieron irse a vivir en arrendo a El Bordo y que no sabe el nombre de las personas que viven con ellos; que siempre los conoció como dueños de los predios y que después de los hechos quedaron aburridos por lo sucedido (fl. 28 c. pbas.)».

A partir del anterior marco probatorio, el Tribunal Administrativo del Cauca analizó la responsabilidad de las entidades públicas por el ejercicio de actividades peligrosas.

Luego, la autoridad judicial cuestionada explicó que los demandantes no precisaron con claridad los daños que sufrieron en sus bienes, es decir, «no indicaron de qué constaban las viviendas donde residían, y la calidad y condición de los materiales; tampoco aportaron al inicio del proceso dictamen o inspección judicial alguna, como prueba extraprocesal, ni reclamaron su práctica en el curso de proceso, con cara a precisar tales hechos, y menos aún allegaron medios de convicción para acreditar el monto de los perjuicios. Esa omisión llevaría a que sus pretensiones fueran denegadas por incumplimiento a la carga probatoria», pero precisó, que sí se logró probar que las construcciones fueron destruidas como aparece de los testimonios y de las certificaciones emitidas por la Personería Municipal de Patía, del 25 de agosto de 2012, en las que se indicó que «a Domitila Llantén se le averió un predio de 17 m2 y a Arnovi Calvache uno de 14 m2».

En cuanto a la imputación del daño al Ejército Nacional, el Tribunal Administrativo del Cauca, expresó:

«Bajo el anterior contexto, la Sala encuentra que existen pruebas que ofrecen credibilidad que, en horas de la tarde del 2 de noviembre de 2011, helicópteros que recogieron personal del Ejército Nacional que se encontraba ubicado en la cancha de la vereda El Tamboral, en el corregimiento de Santa Rosa, causaron la destrucción de las viviendas plantas {sic} en dos predios de 17m2 y 14m2, cuya posesión, en su orden, estaba en cabeza de Domitila Llantén Guerrero y Arnovi Calvache Llantén. Conclusión que ciertamente se ajusta a las reglas de la sana crítica, en la medida que el viento que producen tales aparatos es suficiente para levantar el zinc y destruir una casa construida con bareque.

Por tal razón, teniendo en cuenta el criterio jurisprudencial esbozado sobre el ejercicio de la actividad peligrosa de la conducción de aeronaves, se debe declarar responsable a la entidad accionada frente a los daños padecidos por los actores, no en sus enseres, sino en los inmuebles sobre los que ejercían la posesión, según se aclaró; de lo que deviene proseguir con el estudio de los perjuicios a indemnizar».

Confirmada así la responsabilidad administrativa y extracontractual del Ejército Nacional, por el régimen de imputación del ejercicio de una actividad peligrosa, toda vez que el daño soportado por los tutelantes fue como consecuencia del despegue y aterrizaje de varios helicópteros que movilizaban tropas desde la chancha de El Tamboral, sien o destruidas las viviendas de la señora DOMITILA LLANTÉN GUERRERO y el señor ARNOVI CALVACHE LLANTÉN; luego, el Tribunal Administrativo del Cauca advirtió que «las indemnizaciones a las que hay lugar por cuenta de la responsabilidad decretada se predican respecto de los daños ocasionados a los inmuebles sobre los que ejercían posesión Domitila Llantén Guerrero y Arnovi Calvache Llanten {sic}, circunstancia que exige revisar en su integridad los perjuicios decretados en primera instancia, pues, estos se establecieron a partir de otro supuesto, la avería de enseres, que no fueron alegados ni demostrados».

De acuerdo con las pruebas allegadas al proceso y la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, la autoridad judicial cuestionada a título de indemnización reconoció por perjuicios materiales, el daño emergente por las viviendas destruidas y el valor de los arrendamientos que aquéllos debieron cancelar, éstos últimos debidamente indexados.

En cuanto a los perjuicios morales y a los de la alteración de la condición de existencia (daño a la vida relación, hoy denominados, lesiones a bienes constitucionalmente protegidos), el Tribunal Administrativo del Cauca los negó, para lo cual, consideró:

«En la sentencia de primera instancia se emitió condena por este concepto a favor de todos los actores, por cuanto se estimó que estos al haber padecido la pérdida de enseres, se presumía en ellos una congoja que merecía ser indemnizada.

Sin embargo, en este punto, debe recordarse que la causa petendi gravita en la indemnización por los daños a los bienes inmuebles y, frente a ello, el Consejo de Estado ha admitido su procedencia es {sic} especiales situaciones, en las que se efectúe la plena demostración de una afectación de tal magnitud, que merezca indemnización. Así lo expresó ese Alto Tribunal en Sentencia del 12 de diciembre de 2014: 

“[E]n lo que se refiere al pago de perjuicios por la pérdida de cosas materiales, inicialmente, el juez de lo contencioso no aceptaba dicho reconocimiento, sin embargo, en circunstancias especiales y por razones de particular afecto, admitía esta posibilidad, pero se exigía un tratamiento especial para evitar rendirle culto a las personas que “se dejan poseer por las cosas”. Al respecto, se señaló: 

La pérdida de las cosas materiales, por sí misma, no amerita su reconocimiento. Es posible que en circunstancias especiales, y por razones de particular afecto, se vivencie el dolor moral por la pérdida de los bienes materiales. Pero la materia necesita ser tratada con un especial enfoque cultural y filosófico para no rendirle culto a las personas que no poseen las cosas, sino que se dejan poseer por ellas.”

No obstante lo anterior, de manera paralela, la jurisprudencia aceptó la posibilidad de que la pérdida de los bienes materiales causara perjuicio moral, sin embargo, éste no se presumía y debía acreditarse en el proceso
. Igualmente, exigía que la afectación moral fuera tan intensa y tan apreciable que no cualquier pérdida de un bien podía ser moralmente compensado. Es más, se debían estudiar varios factores para determinar si había lugar a su reconocimiento. Al respecto en la sentencia del 6 de agosto de 1993, se afirmó: 

Sin desconocer el impacto emocional que ese tipo de hecho dañoso genera en una persona, en el presente caso no hay lugar a su reconocimiento. La afectación moral compensable pecuniariamente ha de ser tan especialmente intensa efectivamente tan apreciable, que no todo contratiempo o descalabro económico pueda ser, moralmente compensado. La calidad de la persona, su vinculación personal o sentimental hacia el bien perdido, la procedencia del mismo, su originalidad, la imposibilidad física de reemplazarlo o sustituirlo, son entre otros, factores a tomar en consideración cuando en casos como el presente se pretende una indemnización de perjuicios morales de pérdida, desmejora, destrucción de un bien material. 

Finalmente, la jurisprudencia ha decantado el asunto para llegar a aceptar que es posible indemnizar todo perjuicio moral, inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales, siempre y cuando existan pruebas en esta materia independientes a la mera titularidad del derecho. En efecto, se ha indicado:

[L]a Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar que hay lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, como sucede en relación con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean demostrados en el proceso. Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. Corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las condiciones particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba.

Y en similares términos, se explicó:

Solicita la parte demandante que se reconozca perjuicios morales a favor de los demandantes en atención al 'profundo dolor y trauma síquico que produce el hecho de ver destruirse su casa de habitación, la cual ha conseguido con el esfuerzo y el trabajo de toda su vida’. En cuanto atañe específicamente a la procedencia del daño moral por la pérdida de bienes, cabe precisar que esta Corporación ha encontrado posible su reconocimiento y así lo manifestó en sentencia del 5 de octubre de 1989: (...). En relación con la prueba de ese daño moral, ha recalcado la Sala que: “... la especial naturaleza de este perjuicio implica su cabal demostración, sin que resulte suficiente para darlo por existente y en consecuencia, para considerarlo indemnizable con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública...”

En ese orden de ideas, es preciso advertir que en la actualidad no existe obstáculo o razón alguna para no admitir la reparación del daño moral que podría causar la pérdida de bines materiales, claro está, siempre y cuando aquél esté debidamente fundamentado con pruebas que acrediten su existencia y magnitud.

En el presente asunto, los demandantes no demostraron el perjuicio moral, ya que, para el efecto, aportaron las declaraciones de personas que si bien refirieron que los vieron afectados, no refirieron alguna situación de congoja especial, sino que se limitaron a efectuar afirmaciones generales sobre lo que, en su opinión, sentirían en esas condiciones sin precisar las razones de su afirmación.

Frente a ello, la jurisprudencia ha establecido la necesidad de verificar en los testimonios la ciencia del dicho, para de ella derivar valor probatorio. Así se expresó la Sección Tercera del Consejo de Estado en sentencia del 31 de agosto de 2015:

“(...) es necesario tener en cuenta las reglas de la sana crítica según las cuales, para el estudio de testimonios, debe realizarse una lectura integral de todos los elementos que rodean la declaración, así como las condiciones personales del deponente, todo ello con el objetivo de verificar las características que deben estar presentes en la versión juramentada, si es que con ella se pretende formar el convencimiento del juez. Dichos rasgos son la imparcialidad del testigo, la coherencia interna de sus dichos, la ciencia del conocimiento que tiene sobre los hechos y la coherencia externa del testimonio con los demás medios de prueba que obren en el plenario
, y cualquier defecto presente en alguno o varios de dichos elementos de análisis, tiene virtud para minar la credibilidad del declarante y, por esa misma vía, dar al traste con la vocación probatoria del medio de convicción sometido a la crítica del juzgador. Frente a este punto ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

(…)

En consecuencia, de las afirmaciones de los testigos no se entrevé que conocieran aspectos íntimos de los demandantes y ninguno expuso una circunstancia de aflicción especial de estos que merezca indemnización. Y aunque se admite que la pérdida o daño de un bien material genera congoja, esta per se no es indemnizable, a menos que se demuestren circunstancias extraordinarias, que aquí no se demostraron, en la medida que la relación entre estos y sus bienes no pasó de ser normal. En un caso de similares condiciones al presente, donde se debatió la afectación de un bien inmueble, el órgano de cierre de lo Contencioso Administrativo expresó:

“Solicita la parte demandante que se reconozca perjuicios morales a favor de los demandantes en atención al “profundo dolor y trauma síquico que produce el hecho de ver destruirse su casa de habitación, la cual ha conseguido con el esfuerzo y el trabajo de toda su vida”.

En cuanto atañe específicamente a la procedencia del daño moral por la pérdida de bienes, cabe precisar que esta Corporación ha encontrado posible su reconocimiento y así lo manifestó en sentencia del 5 de octubre de 1989:
“Es cierto que dentro de los perjuicios indemnizables se comprenden los morales, entendiendo por éstos el dolor y la tristeza que el hecho dañoso ocasiona a quien sufre el daño, pero también aquí tanto la jurisprudencia como la doctrina están acordes en que tratándose de daño a las cosas ese dolor o tristeza debe tener envergadura suficiente como para justificarse su reparación y que en todo caso debe ser demostrado, pues no se presume”.

Más adelante en providencias del 13 de abril de 2000 y 7 de junio de 2006
 dijo:
“El desarrollo del tema en la jurisprudencia nacional ha ido en evolución, al punto que hoy se admite inclusive la posibilidad de reclamar indemnización por los perjuicios morales causados por el daño o pérdida de las cosas, a condición de demostrar plenamente su existencia, pues tal perjuicio no se presume
”.
 

En relación con la prueba de ese daño moral, ha recalcado la Sala que:

“... la especial naturaleza de este perjuicio implica su cabal demostración, sin que resulte suficiente para darlo por existente y en consecuencia, para considerarlo indemnizable— con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública.” 
Para probar el reclamado dolor moral por el deterioro de su casa de habitación, la parte actora pidió del ingeniero Juan José Arias Loaiza, único testigo que se refirió al tema en los siguientes términos: 

(…)

Se insiste, entonces, que al no verificarse un sufrimiento de alto grado por el daño de los bienes inmuebles, no existe mérito para determinar la existencia del perjuicio moral en los actores, quienes demostraron tener la calidad de poseedores de los predios, y menos para quienes únicamente demostraron ser sus parientes; circunstancia que, además, conlleva a que no se pueda determinar que hubo lesión a bienes constitucionalmente amparados. 

Se revocarán las condenas dispuestas por concepto de perjuicio moral y por daño a la vida de relación, para, en su lugar, negar su reconocimiento.

6.4. Finalmente, se mantendrá la compensación ordenada en el numeral 7° de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia, ya que ninguna de las partes presentó objeción alguna al respecto y, según lo dicho en el numera 3º de estas consideraciones, la Sala únicamente tiene competencia para resolver los argumentos de las apelaciones».

Para este juez constitucional es claro que la autoridad judicial censurada no desconoció el principio de la reparación integral, establecido en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, toda vez que a partir de lo probado en el proceso, ante el daño antijurídico imputado al Ejército Nacional por el régimen de riesgo excepcional por el ejercicio de una actividad peligrosa (conducción de helicópteros), reconoció las indemnizaciones a que había lugar.

Por lo anterior, esta Sala negará el amparo elevado por no configurarse el defecto sustantivo planteado, en tanto la providencia objeto de cuestionamiento fue razonable y atendió a las pruebas recaudadas en el expediente y a la jurisprudencia aplicable frente el caso que estudio el Tribunal Administrativo del Cauca, por lo que más que advertirse los yerros alegados se observa un inconformismo de la parte actora con el fallo adverso parcialmente a sus pretensiones, de manera que es el caso destacar que la presente acción de tutela no es el mecanismo judicial procedente para reabrir un debate de instancia, caso contrario en el cual se comprometería la autonomía del juez natural.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO: Declarar la improcedencia frente a los defectos fáctico y por desconocimiento del precedente, por no superar el requisito de la subsidiariedad y negar el amparo deprecado por los ciudadanos DOMITILA LLANTÉN GUERRERO, LIBARDO CALVACHE CIFUENTES, ALEXANDER CALVACHE LLANTÉN, ARNOVI CALVACHE LLANTÉN y VIODELI ESTER LEDEZMA MENESES, CAREN DOREYI CALVACHE LEDEZMA, al no estructurarse el defecto sustantivo planteado, de conformidad con la parte motiva de la presente decisión.
SEGUNDO: Notificar a las partes según lo establecido por el artículo 30 del Decreto No. 2591 de 1991.
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de conformidad con lo establecido por el artículo 31 del Decreto No. 2591 de 1991.

CUARTO: Devolver el expediente ordinario allegado en calidad de préstamo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Consejero
� Menor de edad representada por el señor ARNOVI CALVACHE LLANTÉN.


� Fls. 2 – 11.


� Ver pie de página No. 1.


� Fls. 31 – 42. C. 1 del expediente ordinario allegado en calidad de préstamo (en adelante Exp. Ord.).


� Fls. 134 – 147. Idem.


� Énfasis del original.


� Fls. 65 – 78. C. 2. Exp. Ord.


� Énfasis del original.


� De la que transcribió los apartes pertinentes.


� «Se insiste en que esa condición de desplazamiento quedó acreditada conforme a la inscripción en el registro único de desplazados, evidencia que no fue desvirtuada ni controvertida dentro del proceso».


� «Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de enero de 2006, Radicación 25000232600020010021301 (AG), M.P. Ruth Stella Correa Palacio».


� «Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 3 de mayo de 2013, rad. 32274, M.P. Danilo Rojas Betancourth, reiterada en sentencia del 1º de agosto de 2016, Sección Tercera, Subsección B, rad. 36080, M.P. Danilo Rojas Betancourth». 


� Énfasis del original.


� Énfasis del original.


� Fls. 15 – 16.


� Fls. 17 – 20.


� Fls. 22 – 23.


� Fls. 25 – 26.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001-03-15-000-2011-00546-01, accionante: Oscar Enrique Forero Nontien y accionados: Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B y otro.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actor: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: «DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia».


� Sala Plena. Consejo de Estado. Rad. No. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actor: Nery Germania Álvarez Bello. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� Fl. 81. C. 2. Exp. Ord. Constancia de ejecutoria.


� Fl. 1.


� Sobre este tema se puede consultar la propia sentencia indicada por el tutelante, que analiza ampliamente el tema: providencia del 31 de agosto de 2017 de la Subsección B, Sección Tercera del Consejo de Estado, reparación directa No. 13001-23-31-000-2001-01492-01; actores: Eofran Muñetón Valencia y otros; C. P. Ramiro Pazos Guerrero.


� Énfasis de la Sala.


� «Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de abril de 1994, expediente 6828. C. P. Juan de Dios Montes Hernández».


� «Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de abril de 1994, expediente 9367. C. P. Daniel Suárez Hernández».


� «Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia {sic} del 12 de diciembre de 2014, C. P. Ramiro Pazos Guerrero, radicado: 50001233100020001002401 (31.188)».


� «Al respecto ha dicho la Sección Segunda del Consejo de Estado: “Para apreciar el valor de convicción de las declaraciones de los testigos, debe tenerse en cuenta la razón del dicho, la concordancia entre unas y otras, la precisión o vaguedad de lo que exponen, su imparcialidad frente a su particular situación, y, por supuesto, deben desecharse los juicios de valor o conceptos referentes a las causas o efectos de los hechos que conocieron basados en simples deducciones personales”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, Subsección “A”, providencia del 8 de abril de 1999, radicación n.° 15258, actor: Jaime Cendales Melo».


� «Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección B, sentencia del 31 de agosto de 2015, C. P. Danilo Rojas Betancourth, radicado: 520012331000199607700 01, actor: Blanca Esperanza Rosero Escobar».


� «Sentencia del 5 de octubre de 1989, expediente: 5.320, actora: Martha Cecilia Klinder de Jaramillo».


� «Sentencia del 7 de junio de 2006, expediente: AG-001, actora: Evelia Pérez Rojano».


� «Sentencias del 5 de octubre de 1989, exp: 5320, del 7 de abril de 1994, exp: 9637 y del 11 de noviembre de 1999, exp: 12.652, entre otras».


� «Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de abril de 200, expediente: 11.892». 


� Énfasis de la Sala.





